POR UNA CATALUÑA PLURAL Y DE CIUDADANOS LIBRES AL

AMPARO DE LA CONSTITUCIÓN

El próximo 28 de noviembre, los catalanes están llamados a las urnas

para elegir al octavo Parlamento autonómico desde el restablecimiento de

la democracia en España. Estas elecciones se producen en un momento

especialmente delicado: España atraviesa una crisis social, económica e

institucional sin apenas precedentes, en la que los discursos populistas

de todo tipo encuentran el terreno abonado. En Cataluña esta crisis se

manifiesta especialmente en una escalada nacionalista que se entremezcla

y se confunde con las últimas réplicas del proceso de reforma estatutaria.

Un proceso que, de la mano de la sentencia del Tribunal Constitucional,

ha dejado al descubierto la fragilidad del subsistema político catalán, la

frivolidad de sus principales dirigentes y la magnitud de la brecha abierta

entre estos y la ciudadanía catalana.

En este contexto, algunos sectores ven las próximas elecciones al

Parlamento catalán como la primera ocasión para pasar la factura electoral

por la crisis a los socialistas en el poder, al frente de la Generalitat y del

Gobierno de la nación. Para otros, las elecciones tienen una dimensión

estrictamente catalana, que puede reducirse a la confrontación entre dos

modelos de gobierno para Cataluña: el nacionalismo socialista de las dos

últimas legislaturas y el nacionalismo conservador que gobernó Cataluña

durante las cinco anteriores. Nacionalismo o nacionalismo. Los grupos y

grupúsculos independentistas más radicales, por su parte, intentan convertir

las elecciones en un plebiscito sobre la secesión que confirme la mítica

marea de sentimiento independentista que los medios de comunicación al

servicio del nacionalismo oficial han alimentado durante los últimos años.

El enfoque de los socialistas resulta particularmente llamativo. Tras

hacer del conflicto identitario la principal seña de identidad de sus dos

legislaturas al frente del gobierno autonómico, el PSC apuesta ahora por

presentarse como garante de la convivencia con el resto de los españoles

frente a una pulsión separatista con la que no sólo ha gobernado hasta

la fecha, sino que ha conocido su máximo esplendor bajo su mandato;

como el representante de la moderación, después de haber azuzado la

radicalidad, y como el paradigma de la tolerancia, tras haber perseguido

la pluralidad. La apuesta socialista por situarse en el lugar contrario al que

ha decidido ocupar en estos años es cínica y reveladora del doble juego en

la oferta electoral del PSC. Los cuadros dirigentes de este partido vienen

traicionando sistemáticamente desde hace décadas a una buena parte

de sus votantes y a algunos sectores de su militancia, que aspiran a una

Cataluña plural y en libertad, leal a la Constitución y solidaria con el resto

de España. La reacción de estos socialistas de base que no se identifican

con el nacionalismo oficial del aparato del partido es imprescindible para la

regeneración política y social de Cataluña.

Integrismo identitario en el bloque orgánico del catalanismo

Para Impulso Ciudadano, lo que marca el contexto político en el que se

van a desarrollar las elecciones del 28 de noviembre es la expansión de

un integrismo identitario cada vez más uniforme entre los dirigentes del

catalanismo. La última legislatura ha hecho más visible que nunca la

unidad esencial del bloque orgánico catalanista, tras la desautorización a

que lo ha sometido el Tribunal Constitucional con motivo de la reforma

estatutaria. La rígida disciplina de los partidos que integran este bloque

(socialistas, convergentes, ex comunistas e independentistas) descansa

sobre tres ejes:

• El control oligárquico, a través de sus medios políticos,

económicos, culturales e institucionales, sobre la mayoría de

la sociedad catalana, por un lado, y por otro, la apropiación

por parte de esta oligarquía de la representación del conjunto

de los catalanes ante los núcleos de decisión y las instituciones

democráticas nacionales. Las redes de corrupción generalizada,

tráfico de influencias y dinámicas mafiosas que apenas han asomado

a la superficie revelan, aunque probablemente en una mínima

parte, el entramado de intereses inconfesables que se esconde tras

el catalanismo. No menos sintomática es la aversión de la clase

dirigente catalanista a cualquier tipo de contrapoder que pueda

poner en cuestión su control social, político y económico, ya sea el

Tribunal Constitucional, los tribunales de justicia, el Defensor del

Pueblo, los medios de comunicación independientes o cualquier

institución que caiga fuera de su esfera de influencia.

• La radical indiferencia e insolidaridad frente al proyecto

común de España, que no es nueva, pero que resulta más grave

y más mezquina, si cabe, en un momento como el actual de crisis

multidimensional en nuestro país. La falsedad del mito de la

colaboración desinteresada y la contribución a la gobernabilidad de

España por parte del nacionalismo catalán ha quedado al descubierto:

el catalanismo está aprovechando el momento de debilidad

institucional y de dificultades en el ámbito social y económico que

atraviesa España para hacer avanzar sus programas de máximos,

desafiar al Estado democrático y a sus instituciones, azuzar la

tensión identitaria entre catalanes y el resto de españoles y apuntalar

las bases de un poder político, económico y mediático amenazado

por el creciente distanciamiento de la sociedad catalana respecto a

sus dirigentes.

• La apuesta por un modelo de sociedad cerrada y excluyente

que se construye al margen y en contra de la mayoría de los

catalanes. Las políticas puestas en marcha en esta legislatura,

algunas de ellas invalidadas por el Tribunal Constitucional, se han

dirigido única y exclusivamente a imponer una visión integrista

de la sociedad catalana. Los sectores que no la comparten son

hostigados por un poder que desconfía de la pluralidad porque ve en

ella la semilla de la disidencia. La radicalización de la imposición

del catalán como única lengua oficial de hecho y la expulsión

del castellano en la enseñanza y en la vida pública; las periódicas

campañas contra enemigos externos o internos; la política de

persecución y sanciones a los empresarios que no se plieguen a

las arbitrarias normativas lingüísticas; la patológica aversión a

toda simbología considerada “españolizante”, y la construcción

y la defensa de una Cataluña mítica se hacen a expensas de los

catalanes que integran la Cataluña real, a la que consideran impura

y peligrosa porque es diversa y no se somete a la rigidez integrista.

La verdadera disyuntiva en estas elecciones no es, por tanto, entre

independentistas y no independentistas, entre socialistas y convergentes,

sino entre el bloque orgánico del catalanismo, cada vez más escorado en

su conjunto hacia un integrismo de la identidad nacional, y las alternativas

democráticas de izquierda, centro y derecha que exijan que la Cataluña

oficial sincronice su reloj con la Cataluña real y se ponga a su servicio.

Impulso Ciudadano ante las elecciones

Impulso Ciudadano no pide el voto para ninguna opción política, pero

aspira a que las fuerzas políticas que se comprometan con la defensa de la

libertad individual, la pluralidad y la legalidad constitucional ensanchen su

representación en Cataluña, que su voz pueda oírse con más fuerza ante la

apisonadora del nacionalismo hegemónico y que su proyecto político pueda

abrirse paso en la sociedad catalana.

El catalanismo orgánico que combate Impulso Ciudadano no se

reduce al independentismo, ni mucho menos a la esperpéntica

ultraderecha separatista que ha surgido al calor de las dos legislaturas

tripartitas. El proyecto no nacionalista que Impulso defiende, y cuya

expresión política respalda, se concreta en hechos como los siguientes:

• El restablecimiento de la preeminencia de la Constitución en

Cataluña y de la autoridad de las instituciones encargadas de velar

por su cumplimiento. La Sentencia del Tribunal Constitucional sobre

el Estatuto de Autonomía ha ratificado lo que era un secreto a voces:

elementos nucleares de la política lingüística llevada a cabo en

Cataluña, y especialmente aspectos como la inmersión lingüística

obligatoria, la exclusión del castellano como lengua vehicular en la

enseñanza, su expulsión de los medios públicos de comunicación, las

multas a los comerciantes por incumplimiento de los deberes

lingüísticos y, en general, cualquier medida dirigida a imponer el

uso “preferente” de una lengua sobre otra es inconstitucional.

Reclamamos que los partidos se comprometan a respetar el marco

jurídico e institucional vigente, que deroguen o modifiquen

convenientemente la legislación que el Tribunal Constitucional ha

declarado contraria a la Constitución y lesiva para los derechos de

los ciudadanos catalanes. Exigimos que la inmersión lingüística

obligatoria sea sustituida por un nuevo régimen lingüístico que lleve

a la escuela lo que es normal en la calle, que garantice la presencia

normal y vehicular de las dos lenguas oficiales y propias de los

ciudadanos de Cataluña, el castellano y el catalán, y que esta

dinámica de igualdad lingüística se implante también en todos los

ámbitos de la vida pública en que esté ausente, de forma que la

Administración sea tan bilingüe como los ciudadanos que la sufragan.

• El desmantelamiento de la costosa e improductiva estructura

seudoestatal de la Generalitat (miniembajadas incluidas), que tan

sólo sirve para consumir recursos públicos y defender los intereses

del independentismo, no los de Cataluña ni de los catalanes. El

despilfarro de recursos públicos, en forma de subvenciones a

medios de comunicación afines, mantenimiento de redes clientelares

y financiación de proyectos de “construcción nacional” resulta

siempre inaceptable, pero su obscenidad es aún más manifiesta

cuando se da en el actual contexto de grave crisis económica

y cuando está llevando al límite la capacidad de la Generalitat

para garantizar la adecuada prestación de los servicios públicos

que tiene encomendados. Los catalanes ya tenemos un Estado y

exijimos que este funcione con la máxima coordinación y eficacia.

No necesitamos que detraiga parte de sus energías en la grotesca

emulación de seudoestados inoperantes y carentes de cualquier

justificación, más allá de la simple ensoñación identitaria.

• La reivindicación de un proyecto nacional común con los

ciudadanos de todas las partes de España en el que los catalanes

queremos participar solidariamente y en pie de igualdad con los

demás españoles, a través de unas instituciones autonómicas que no

sirvan de dique sino de cauce.

La hegemonía histórica del bloque orgánico del catalanismo en los últimos

30 años se ha basado, primero, en la marginación política y mediática

de las posiciones contrarias al discurso nacionalista y, segundo, en la

apropiación de la voz de los catalanes ante los interlocutores políticos,

sociales y cívicos del resto de España. Las formaciones no nacionalistas

que concurren a las elecciones autonómicas del 28 de noviembre tienen la

responsabilidad, y también la obligación, de actuar contra ambas dinámicas

y renunciar a alimentarlas desde sus espacios de representación y acción

política. Sólo privando al catalanismo orgánico del juego de espejos en que

sostiene su doble hegemonía (dentro y fuera de Cataluña) podrá aspirarse

a normalizar la Cataluña plural —irreconocible en la caricatura identitaria

que el nacionalismo intenta imponer a los catalanes y presentar a los demás

españoles— en el seno de una España igualmente diversa, también alejada

del tópico de intolerancia, centralismo y anticatalanismo con el que los

ideólogos nacionalistas la han dibujado durante décadas.

Barcelona, 16 de octubre de 2010

